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Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª, Sentencia 55/2014 de 17 Ene. 2014, Rec. 739/2011

Ponente: Dominguez Calvo, Alvaro.
LA LEY 8711/2014

Cabecera

RECAUDACIÓN TRIBUTARIA. Derivación de la responsabilidad de la deuda tributaria. Administradores. No queda suficientemente motivado el acuerdo de derivación de responsabilidad del administrador recurrente, pues incorpora expresiones genéricas que no valoran la concreta intencionalidad de su conducta en relación con la infracción imputada, pues no puede considerarse suficiente la mera indicación de su condición de administrador en un determinado momento, la referencia genérica a las obligaciones de diligencia propias de los administradores, ni la mera expresión del hecho que se atribuye a la sociedad, consistente en no haber ingresado las cuotas devengadas en un determinado momento.
Resumen de antecedentes y Sentido del fallo

El TSJ Madrid estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la resolución del TEAR Madrid y anula la derivación de la responsabilidad de la deuda tributaria declarada.
A Favor: CONTRIBUYENTE.
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En la Villa de Madrid a 17 de Enero de 2014

Visto por la Sala del margen el recurso núm. 739-2011 interpuesto por D. Marcelino representado por el procurador D. FEDERICO PINILLA ROMEO contra fallo del Tribunal Económico Administrativo Regional de Madrid de fecha 26.5.2011 reclamación nº NUM000 , NUM001 , NUM002 , NUM003 , NUM004 , interpuesta por el concepto de Sociedades habiendo sido parte demandada la Administración General del Estado, representada y defendida por su Abogacía. 

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Por la representación procesal del recurrente, se interpuso el presente recurso, y después de cumplidos los trámites preceptivos, formalizó la demanda que basaba sustancialmente en los hechos del expediente administrativo, citó los fundamentos de derecho que estimó aplicables al caso, y concluyó con la suplica de que en su día y, previos los trámites legales se dicte sentencia de conformidad con lo expuesto en el suplico de la demanda. 
SEGUNDO: Se dio traslado al Abogado del Estado, para contestación de la demanda y alegó a su derecho lo que consideró oportuno, y solicitó la confirmación en todos sus extremos del acuerdo recurrido. 

TERCERO: No estimándose necesario el recibimiento a prueba ni la celebración de vista pública, se emplazó a las partes para que evacuaran el trámite de conclusiones, lo que llevaron a efecto en tiempo y forma, señalándose para la votación y fallo, la audiencia del día 14-1- 2014 en que tuvo lugar, quedando el recurso concluso para Sentencia. 

Siendo Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D. Álvaro Domínguez Calvo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Nos corresponde revisar en esta ocasión la Resolución dictada por el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid de fecha 26 de mayo de 2011, por medio de la cual se desestiman las reclamaciones económico-administrativas interpuestas contra el acuerdo del Jefe de la Dependencia Regional Adjunto de Recaudación de la Delegación Especial de Madrid de la AEAT de fecha 14 de mayo de 2010 por el que se declara al hoy recurrente responsable subsidiario, al amparo de lo dispuesto en el artículo 40.1., párrafo primero, de la Ley 230/1963 (LA LEY 63/1963) , General Tributaria, del pago de las obligaciones tributarias pendientes de la sociedad GASÓLEOS DEL SUR S.L., por los conceptos de sanciones por el Impuesto sobre Sociedades 1997, 1998 y 1999, sanciones por el IVA 1997 y 1998, y sanción por IRPF, retenciones 1999, con un alcance total de la responsabilidad de 31.582,74 euros. 
SEGUNDO.- El acuerdo de derivación de responsabilidad recurrido se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo de lo dispuesto en el párrafo 1º, apartado primero, del artículo 40 de la Ley General Tributaria de 1963 (LA LEY 63/1963) , y se refiere a los conceptos de sanciones por el Impuesto sobre Sociedades 1997, 1998 y 1999, sanciones por el IVA 1997 y 1998, y sanción por IRPF, retenciones 1999, con un alcance total de la responsabilidad de 31.582,74 euros. 

El recurrente expone en su demanda, básicamente, dos argumentos tendentes a lograr un pronunciamiento anulatorio de la resolución impugnada:

1º.-En primer lugar, alega la prescripción del derecho de la Administración para exigir las sanciones.

En este apartado expone que los acuerdos por los que se impusieron sanciones a la entidad fueron recurridos en vía económico-administrativa por el actor en su condición de administrador de la misma, y que fueron resueltas por el TEAR mediante resoluciones de 29 de septiembre de 2005, que no le fueron notificadas. Del mismo modo, en ejecución de esos fallos de las resoluciones del TEAR de Madrid, la Oficina Técnica dicta acuerdos de liquidación en fecha 19 de abril de 2006, conteniendo las nuevas liquidaciones de las sanciones, en fecha 19 de abril de 2006, que tampoco le fueron notificados a él ni a ningún representante autorizado de la mercantil. De este modo, aduce que en ningún momento tuvo conocimiento de las resoluciones del TEAR de Madrid ni tampoco de las nuevas liquidaciones. Así, considera que no recibe comunicación alguna hasta el 28 de enero de 2010, fecha en el que se inicia el expediente de derivación de responsabilidad, por lo que se habría producido la prescripción.

2º.-Y en segundo lugar, alega la nulidad de la resolución impugnada por vulneración de las normas sobre la prueba y por falta de motivación de la culpabilidad del actor. En este punto manifiesta que ha actuado de manera totalmente diligente y que en el acuerdo de derivación no se expresan las razones por las cuales se considera lo contrario.

TERCERO.- En lo que se refiere a la primera cuestión alegada, no podemos compartir las alegaciones de la parte actora, por cuanto del expediente administrativo se desprende que tuvo conocimiento de las diversas resoluciones del TEAR por las que se resolvían las reclamaciones contra las sanciones impuestas y de los posteriores acuerdos de liquidación dictados. 

Así, tras intentarse la notificación de los acuerdos de liquidación por cumplimiento de los fallos del TEAR en el domicilio fiscal del sujeto pasivo, y dejándose en el buzón las correspondientes diligencias de aviso, figuran en el expediente diversos escritos de Don Jose Pablo de fecha 5 de junio de 2006, que actúa en nombre y representación de la mercantil GASÓLEOS DEL SUR, por los que autoriza a Doña Ana María a retirar las notificaciones de los acuerdos de los fallos del TEAR en los diversos expedientes. Y precisamente consta que los acuerdos de liquidación fueron recibidos el 6 de junio de 2006 por Doña Ana María , haciéndose constar en las notificaciones que actúa debidamente autorizada por Don Jose Pablo . Por consiguiente, persona autorizada por la sociedad tuvo perfecto conocimiento de las resoluciones del TEAR y de los acuerdos de liquidación dictados en ejecución de las mismas, por lo que no puede acogerse la alegación de prescripción realizada por el actor, al haberse producido actos interruptivos de la misma. 

CUARTO.- Ahora bien, como ya hemos indicado, la siguiente cuestión planteada por el recurrente es la nulidad de la resolución impugnada por la falta de motivación de la culpabilidad en el acuerdo de derivación de responsabilidad. 

Así, es preciso hacer constar que la responsabilidad subsidiaria exigida al actor deriva de la aplicación del primer párrafo del artículo 40.1 de la Ley General Tributaria de 1963 (LA LEY 63/1963) , que establece lo siguiente: 

"Serán responsables subsidiariamente de las infracciones tributarias simples y de la totalidad de la deuda tributaria en los casos de infracciones graves cometidas por las personas jurídicas, los administradores de las mismas que no realizaren los actos necesarios que fuesen de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones tributarias infringidas, consintieren el cumplimiento por quienes de ellos dependan o adoptaren acuerdos que hicieran posibles tales infracciones". 

En relación a la responsabilidad subsidiaria que declara dicho precepto, la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25 de abril de 2008 declara que la aplicación de la norma exige la concurrencia de tres requisitos: 

a)comisión de una infracción tributaria por la sociedad administrada.

b)condición de administrador al tiempo de cometerse la infracción.

c)una conducta del administrador que se relacione con el propio presupuesto de la infracción en los términos señalados en el artículo 40.1 LGT , reveladora de no haber puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de la obligación tributaria, extendiéndose la responsabilidad a la totalidad de la deuda tributaria en el caso de infracción grave. 

Y como también afirma la misma sentencia, los tres supuestos que contempla el precepto obedecen a unos deberes normales en un gestor, o, en los términos del artículo 133.1 del texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas (LA LEY 3308/1989) , propios de la diligencia con la que un administrador debe desempeñar el cargo. El primero exige la omisión de actos relacionados directamente con la obligación infringida que el administrador sabe que tiene el deber de realizar por razón de su cargo; el segundo, supone una clara permisividad respecto de la actividad ilícita de los subordinados; el tercero, una consciencia de las consecuencias normales del acuerdo que se adopta. 

Pues bien, como se ha dicho, la derivación exige que el responsable tenga la condición de administrador de la sociedad y que su conducta se relacione con el propio presupuesto de la infracción tributaria.

Supuesto lo anterior, como viene declarando esta Sección en reiteradas sentencias, para derivar la responsabilidad al amparo del párrafo primero del artículo 40.1 de la Ley General Tributaria de 1963 (LA LEY 63/1963) , resulta preciso que la Agencia Tributaria demuestre, sin duda alguna, que el administrador de la sociedad ha realizado una conducta relacionada con el propio presupuesto de la infracción reveladora de no haber cumplido sus obligaciones con la diligencia exigible. En este sentido, la Sentencia del Tribunal Constitucional nº 85/2006, de 27 de marzo (LA LEY 36242/2006) , resulta elocuente al proclamar en su décimo fundamento jurídico que "para la derivación de la responsabilidad prevista en el art. 40.1 de la LGT , la Administración soporta la carga de probar...que los administradores de la entidad a quienes se declara responsables subsidiarios han realizado alguno de los comportamientos ilícitos previstos en el citado artículo 40 LGT ". 

Y dicha prueba no concurre en este caso al no aparecer justificado en el acuerdo de derivación de responsabilidad que el actor realizase alguna de las actuaciones previstas en el párrafo primero del artículo 40.1 de la LGT . Y ello por cuanto en dicho acuerdo, tras exponerse los motivos por los que la Inspección regularizó la situación tributaria de GASÓLEOS DEL SUR respecto de los impuestos mencionados, se contiene la siguiente motivación respecto del administrador: 

"No hay obstáculo alguno para calificar la actuación de D. Marcelino , como Administrador Único de la mercantil GASÓLEOS DEL SUR S.L., en lo relativo a las deudas anteriormente consignadas, cuando menos de negligente en sus relaciones con la Administración Tributaria, pues, teniendo capacidad para ello y siendo de su incumbencia, no observó el comportamiento que le era exigible para no contravenir las normas jurídicas, con lo que ocasionó un perjuicio evidente a un tercero, la Hacienda Pública en este caso". 
Sin embargo, dichas aseveraciones resultan de todo punto insuficientes, por cuanto no analizan ni justifican la concreta participación del recurrente en la comisión de la infracción a la que la norma supedita la exigencia de responsabilidad, debiendo destacarse que la responsabilidad por infracción tributaria no se puede presumir, ya que es personal e individualizada y debe quedar plenamente demostrada.

En consecuencia, la motivación que contiene el acuerdo impugnado resulta insuficiente para derivar la responsabilidad, porque vincula la culpabilidad a la falta de pago de la deuda tributaria, sin especificar los concretos actos u omisiones del actor que determinaron la comisión de las infracciones tributarias, limitándose a efectuar consideraciones genéricas y estereotipadas que sirven para cualquier supuesto, al no analizar las circunstancias específicas del caso.

Y es que, de acuerdo con el criterio fijado en la sentencia del Tribunal Constitucional de 27 de marzo de 2006 , resulta necesario que por la Administración se acredite la culpabilidad en la conducta del responsable subsidiario y se motiven las razones por las que se está derivando la responsabilidad del administrador, pues el artículo 40.1, párrafo primero, de la Ley General Tributaria (LA LEY 1914/2003) , por el que se deriva la responsabilidad a la recurrente, requiere la existencia de una infracción tributaria, que no puede predicarse si no se justifica la concurrencia de culpabilidad en la conducta del administrador. 

Es claro por ello que el acuerdo de derivación de responsabilidad no puede considerarse suficientemente motivado a los efectos de valorar la culpabilidad del administrador recurrente, pues únicamente incorpora expresiones genéricas que no valoran la concreta intencionalidad de su conducta en relación con la infracción que se imputa, ya que, como hemos dicho, no puede considerarse suficiente la mera indicación de su condición de administrador en un determinado momento y la referencia genérica a las obligaciones de diligencia propias de los administradores, ni tampoco puede considerarse suficiente la mera expresión del hecho que se atribuye a la sociedad, consistente en no haber ingresado las cuotas devengadas en un determinado momento.

Por todo ello, al no cumplirse los presupuestos de derivación de responsabilidad contemplados en el artículo 40.1, párrafo primero, de la Ley General Tributaria (LA LEY 1914/2003) (precepto que la Administración consideró aplicable en el acuerdo impugnado), procede la estimación del recurso y la anulación de la resolución impugnada. 

QUINTO.- No apreciándose temeridad procesal ni mala fe en la actuación de ninguna de las partes, no procede hacer imposición de las costas causadas, atendiendo a lo dispuesto en el art. 139 de la Ley de esta Jurisdicción . 

Por todo lo expuesto,

FALLAMOS

Que debemos estimar y estimamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales Don Federico Pinilla Romeo, en nombre y representación de DON Marcelino , contra la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid de fecha 26 de mayo de 2011 que ha sido identificada en el fundamento de derecho primero de esta sentencia, por lo que anulamos y dejamos sin efecto tanto la resolución impugnada como el acuerdo del que la misma trae causa, por ser ambos contrarios al Ordenamiento Jurídico. 
Y todo ello sin realizar especial imposición de las costas procesales devengadas con ocasión del presente recurso contencioso-administrativo.

Contra esta sentencia no cabe interponer recurso ordinario alguno.

Así por esta nuestra sentencia, y definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

Publicación.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por el Ilmo. Sr. Ponente D. Álvaro Domínguez Calvo, hallándose celebrando audiencia pública el mismo día de su fecha; certifico.
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